
)(

s@*
ffWffi
H[ruWg

,r,ur*0l-
CONSTITUCIONAL

u-
I

o
o:=

e
o

E

o
e
6

ÉL

- l_-

SAI,A PRIMERA

Excmos .  S res . :

D. Francisco Tomás y Valiente

D. Fernando García-Mon y

GonzáLez-Regueral

D. Carlos de Ia Vega Benayas

D. Luis T,6pez Guerra

D. Vicente Gimeno Sendra

0 0265578

Regist roz L57O/9L

Recurso de amparo pro-

por don Juan A. Mejías

en proceso contencioso en

de derechos funda-

por cierre de taberna.

Núm. de

ASUNTO:

movido

Tovar,

defensa

mentales

SOBRE: Resolución del Gobi

Civi l  de Sevil la, de 28 ma

L988  (exp .  l - .  L . 3 -Le5 /88 ) .

25  . L  y  24 .2 .LL  (  i nocenc ia )  .

En la pieza separada

dictar eI siguiente

de suspensión, la SaIa ha

AUTO

I. ANTECEDENTES

L. Mediante escrito registrado eI 1-5 jul io L99L (presenta

en eI Juzgado de Guardia e1 día 11), don Juan Antonio ltej

Tovar, representado por eI Procurador don Antonio María Alvarez

Buy1la y defendido por e1 Abogado don Manue1 Valverde Muñoz,

interpuso recurso de amparo contra la resolución del Gobierno

Civ i l  de Sevi l la ,  de 28 marzo l -988 (exp.  1- .  L .3-L95/88 )  ,  que

acordó la clausura de la Taberna Mejías. Pide Ia anulación del

acto administrativo impugnado, y de los efectos y actos

posteriores que sean su consecuencÍa.

2. La demanda expone los hechos siguientes:
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f-) EI Gobierno Civil ordenó 1a clausura impugmada, por entender

acreditado que rrconstituye lugar de encuentro de personas re-

lacionadas con eI tráfico y consumo de sustancias estupefaeien:

tes, algunas de ellas con numerosos antecedentes judiciales;

circunstancia que ha sido comprobada en controles policiales

efectuados en torno aI referido loca1 desde eI pasado año,

constando intervenciones con detenidos, a los que se les

ocuparon porciones de haschis y heroína en fechas , 1o qt"

ha credo una situación grave que afecta a la seguridad y 
11

orden público en 1a zona en que se ubica el negociorr. I
il

La resolución consideró que el tráfico de drogras se .r"rrfl"

desarrollando ta¡nbién en el interior del estableci¡uiendo

público, y gue concretamente eI día 3 febrero L988 funcionat-4"
, ¡

policiales comprobaron la venta de heroínar eD Ia que 
fr:|"

necesario que el titular del establecimiento, gü€ se encontrfla

presente, efectuase el cambio de dinero. Por 1o que recnazó /lals

alegaciones de descargo presentadas por e1 titular de1 U"rl,

considerando probado que su establecimiento era utilizado p"-1"

el comercio de drogas con su consentimiento. I
I

La conducta descrita fue considerada una contravención de :lo

dispuesto en eI art. 74.2 y 79 del Reglamento General de Polic:]a

de Espectáculos públicos (RGPE, aprobado por Real Decre$o

2AL6/LI82,  de 27 agosto) ,  así  como e l  apar tado c)  de1 enexoj f
I

del  ReaI  Decreto L677/L984,  de l -8  ju l io .  \

2) EI I abril l-9BB se clausuró el bar, notif icándosele en ese

momento Ia resolución del Gobernador Civil. Previa presentación

de un recurso de reposición, el 20 abril 1-988, gü€ no fue

contestado, se interpuso recurso aI amparo de Ia Ley 62/L978. El

Tribunal Superior de Justicia (Sala de Io Contencioso-

Aü¡inistrativo) de Andalucía, por Sentencia de L5 diciernbre

L988, anuló la resolución inpugnada. Lo hizo por entender

vulnerado eI derecho fundamental a Ia presunción de inocencia

del sancionado; por 1o que dejó sin juzgar Ia alegación fundada

0
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en el principio de legalidad punit ivo (art. 25.L CE). La Senten-

cia entendió que no existía constancia alguna de que se trafique

en el local, siendo prueba de ello que r¡na Sentencia penal no 1o

consideró probado, y porque e1 hecho de gue se encuentren perso-

nas no presenta antijuricidad alguna, sobre todo si además va en

perjuicio del titular deI localr güe incluso denunció la presen-

cia de esas personas relacionadas con el tráfico y consumo de

drogas, por no desear tenerlas entre su clientela.

3) EI Tribunal Supremo (Sa1a Tercera, Sección Novena), por

tencia de l-8 diciembre 1-990 (R. 7L2-89) revocó Ia de instanci

y desestirnó Ia demanda. Entendió que sí había existido una act

vidad probatoria de cargo suficiente, por 1o que entendió res

tado eI derecho fundamental a la presunción de inocencia;

diendo que Ia cuestión de si los hechos acreditados justific

o no eI uso de 1as potestades gobernativas de clausura, o si

bía quedado acreditado el tráfico de drogas en el interior

bar, no guarda relación con Ia dimensión constitucional del

recho a Ia presunción de inocencia, siendo problemas de lega1

dad ordinaria a contemplar en un proceso plenario.

La Sentencia de apelación no entró a examinar el respeto

art,. 25.L, pues aunque había sido alegada en Ia demanda, eI

mandante no se personó en la apelación, aceptando Ia Sentenc

de instancia, 1o que lirnitó eI enjuiciamiento a Ia cuest,ión

la presunción de inocencia.

3. La demanda entiende que el acto administrativo vulnera

dos derechos fundamentales:

a)  e I  pr inc ip io  de legal idad (ar t .25.L l ,  porque los hechos to-

mados como base para acordar la sanción no vienen tipificados en

los numerosos apartados del art. 8l- del Real Decreto 28L6/L982,

ni mucho menos en Ia fórmu1a genérica que emplea el apartado c)

del Anexo del Real Decreto L677/L984 (rrcualquier otra que Ie co-

rresponda legalmente si afecta a la seguridad públicatt);
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b) La presunción de inocencia (art. 24.2.LL), porque la Aftni-

nistración no ha probado Ia existencia de los hechos sanciona-

dos, y mucho menos 1a part icipación en el los de1 actor.

4. La Sección de Vacaciones, mediante providencia de 5 sep-

tienbre l-99L, acordó adrnitir a tránite el recurso y abrir pieza

separada de suspensión.

EI siguiente dia 9, eI Fiscal informó mostrándose partidarip

de Ia suspensión solicitada con una salvedad. Entiende que df
I

cierre de un est,ablecimiento de bebidas durante el tiempo ned{o
que tarde en decidirse un recurso de 1as características d+I
presente originaría sin duda una situación de prácticamente ir{r-
posible reparaeión, pues ni siquiera una compensación econórnifa
que pudiera acordarse restauraría las cosas si se decretaru 

,:|u
inconstitucionaliaaa aet acuerdo recurrido. Sin embaÍgo, ef fj,lf-
cal añade que hay que hacer una salvedad. si se hubiera ejecuf,f-

¿ l
do en su momento Ia resolución gubernativa, no procedería 

fa
suspensión, pues resultaría rrinoperante y carente de sentidptt

como medida cautelar (AATC 87/8L, L23/83 y L3 agosto 1-99L).  [ ,a
clausura había sido hecho efectiva, y aungue es Lógieo p"t"[t

I

que se obtuvo suspensión con arreglo a la Ley 62/78, ho exi{te

const,ancia de que así se hiciera. I

l
I

EI recurrente formuló alegaciones eI l-3 de sentienfre

(presentadas en el Juzgado de Guardia eI día L2) en favor de'la
suspensión solicitada. La suspensión no perturba gravenente ni
eI interés general ni los derechos de terceros, como reeonocie-

ron eI Fiscal y Ia Sala de SeviIIa en e1 recurso a quo. Al tra-
tarse de un negocio, €1 cierre puede traer consecuencias futuras

de difíci l reparación, a causa de los perjuicios indirectos de-

rivados de Ia eventual pérdida de clientela para eI futuro, y Ia
eliminación de Ia única fuente de ingresos para sostener a su

esposa e hijos menores, sin posibil idad siquiera de obtener

0

prestación de desempleo por ser trabajador autónomo.
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5 . El 27 septiembre

art. 89.L LOTC requerir

ticia para que con la

situación, en el día de

eI día 30 septiernbre L991

tres días para alegaciones

0 0265582

L99L, Ia Sección acordó en virtud del

atentamente aI Tribunal Superior de Jus-

máxima urgencia participase cuáI era 1a

Ia fecha, del establecimiento objeto de

Ia sanción impugnada: si permanecía clausurado, o se encontraba

abierto aI púb1ico.

Cursada 1a comunicación por medio de telefax, al mismo día

27 eI Presidente de la SaIa de 1o contencioso administrativo del

Tribunal Superior de Justicia de Andalucía comunicó que eon fb-
cha 6 junio l-991- se había recibido el recurso, devuelto por F1
Tribunal Supremo, con cert,ificaeión de la Sentencia estimator

del recurso de apelación interpuesto por e1 Abogado del Es

No habiéndose instado la ejecución de la Sentencia, se ignora

la situación en eI día de Ia fecha del establecimiento.

6 . Habiéndose personado el Abogado del Estado en

Ia Sección le concedió

acerca de Ia pet,ición de

eI

unp

suspensr-

E1 2 de octubre eI Abogado del Estado se opuso a 1a s

sión cautelar. Tras recordar 1a doctrina constitucional

de1 interés público que existe en el cumplimiento de los fal

j ud i c ia les  (A fC  493 /L989 ,  f j . 3 ) ,  y  l os  hechos  po r  l os  que

clausurada la Taberna Mejías, aduce que la Sentencia del Sup

los dió por suficientemente probados. Las consecuencias del

I ¡ -

ca

os

a -

las perturbaciones sociales de todo orden que producen dichas

actividades, sino que pueden originar perjuicios irreparables.

La clausura del loca1 persigue evitar Ia comisión de delitos

contra 1a segruridad pública, t ipif icados en 1os arts. 344 y ss.

cP .
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Es cierto que el perjuicio derivado del cierre de un local

puede ser de dif ícit  reparación (ATC l- l- marzo l-991-, r.  a.

24O8/9O). Pero siempre quedaría a salvo el derecho del titular

del establecimiento sancionado para, si prosperara eI amparo,

exigir de Ia Adrninistración que le resarza. En todo caso, los

perjuicios derivados para los intereses generales y los derechos

de terceros si Ia eficacia de la Sentencia del Tribunal Supremo

se suspende podrían ser definitivamente irreparables. Por 1o que

una adecuada ponderación obliga a hacer prevalecer éstos, denne-
gando Ia suspensión solicit,ada. 

l l
t t

t i

gando Ia suspensión solicit,ada. l l
T ¡
t t

t i

l i
II. FUNDAMENTOS JITRIDICOS li

l i

I
l-. El art. 56 de Ia Ley Orgánica de este Tribunal prevé,["=

facultades cautelares neeesarias para evitar que los procesoql de
amparo resulten ineficaces. Su ejercicio ha de encaminarse ai [rn-
pedir exclusivamente aquellos perjuicios, derivados de la ihfne-

diata ejecución del acto impugnado, que harían perder aI .rduto
su f inalidad, pero no otros (ATC 2 abril l-990 , t. g52/8g) . l*"t
que partir, además, de Ia premisa de que existe un interés V{ne-
ral en eI cunplimiento y efectividad de las resoluciones irfai-
ciales (Autos L7 y 57/L98O, de 24 septienbre y 22 octubre). I

f
En eI presente recurso de amparo se impugna una sanción[ ad-

\
ministrativa de clausura de un bar, por vulnerar los dereChos

II. FUNDAMENTOS JITRIDICOS li
l i

t:
I

l-. El art. 56 de Ia Ley Orgánica de este Tribunal prevé [.=

fundamentales de su titular a la presunción de inocencia y a Ia

legalidad sancionatoria. Et eventual otorganiento del amparo

conllevaría naturalmente la anulación de Ia nedida grubernativa,

y 1a reapertura de1 establecimiento. Es, pues, evidente que en

principio la suspensión provisional parece necesaria para evitar

que eI amparo pierda su finalidad, como se hizo acerca de1 cie-

rre temporal de una discoteca en el Auto de 1-l- marzo L99L (r.a.

2408 /eO) .
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2. Procede confirmar esta conclusión inicial,  tras analizar

las razones expuestas en contra de la medida cautelar.

En efecto: La posibilidad de reintegro de los daños y per-

juicios causados si se acabara otorgando eI amparo, a Ia que se

refiere eI Abogado del Estado, €s insuficiente. Es eierto que

las graves dificultades de cuantificación de las indemnizaciones

debidas por eI cese o cierre de negocios, han sido aliviadas

parcialmente por la innovadora jurisprudencia del Tribunal Su-

premo acerca de la prueba estadística y por muestreo en estas

circunstancias. No obstante, ho se puede ignorar que además pe

las dificultades y riesgos de esta forma de acreditamiento, qh"- - l

no garantiza con seguridad la integridad de la reparación j y

fuerza a realizar procesos complejos, subsiste un problema db-
terminante: eI período transitorio que necesariamente debe túF-

diar entre eI momento presente y Ia emisión de Sentencia. EI AF-
tor es un empresario autónomo que ha alegado, sin contradicci,Ofr,
que el establecimiento objeto de Ia clausura constituye su tr¡ipa

fuente de ingresos. Siendo esto así, y habiéndose rnante/ripo

abierto el establecimiento desde que eI Tribunal Superiof lU"
Just,icia ordenó Ia suspensión cautelar de la orden gubernatilf",

las posibilidades de reparación sugeridas por eI Abogado del $s-
t,ado resultan absolutamente insuficientes para contraperur ff"
apreciación inicial favorable a Ia suspensión en este recurso,J

I
I
I

3. Conviene añadir, por úItino, que es indudable que ef t{á-

fico de drogas supone un gtrave problema para Ia sociedad españó-

la y que en ese sent,ido cabe aünitir que Ia clausura del local

en cuestión persigue evitar la comisión de delitos contra la se-

guridad y Ia salud públicas. Pero en un proceso en que se cues-

tiona Ia inocencia de1 sancionado no puede presuponerse, como

hace el Abogado del Estador eü€ Ia taberna estaba dedieada efec-

t,ivamente aI comercio y consumo de drogas en 1988, pues con ello

se estaría haciendo supuesto de Ia cuestión. Y si realmente la

taberna se dedicara en 1a actualidad a dichas actividades, nada
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irnpediría a las autoridades gubernativas adoptar las medidas

precisas para salvaguardar los intereses generales, dentro de

1os márgenes establecidos por Ia Ley y respetando los derechos

fundamentales de los ciudadanos.

En su virtud, Ia Sala

resolución del Gobernador

(exp .  1 , . L .3 -L95 /88 ) ,  que

Mej  ías.

Madrid,

uno.

acuerda la suspensión cautelar de la

civi l  de Sevil la de 28 marzo L988

ordenó Ia clausura de la Taberna

nta ya catorce de octubre de rnil

' 
_$.

lr
l '

{
l
'l 

,l

novecientos


